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Proceso

Ordinario Laboral – Modifica sentencia que accedió a las pretensiones

Radicación Nro.
66001-31-05-003-2015-00649-01l

Demandante:

María Doris Cifuentes Marín
Demandado:

Colpensiones
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:


LEY 71 DE 1988. Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”. En consecuencia, además de la edad prevista (60 ó 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de aportes.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veinticuatro de mayo de dos mil diecisiete, siendo las nueve y treinta minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral N° 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 18 de mayo de 2016, dentro del proceso que promueve la señora MARÍA DORIS CIFUENTES MARÍN en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al N° 66001-31-05-003-2015-00649-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende la señora María Doris Cifuentes Marín que la justicia laboral declare que tiene derecho se le reliquide la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº 8890 de 2007 con base en lo establecido en la Ley 71 de 1988 y con un IBL calculado con el promedio de los ingresos devengados en los últimos 10 años de cotización y con base en ello aspira a que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar el retroactivo pensional causado entre el 2 de marzo de 2005 y el 30 de septiembre de 2007, la diferencia pensional causada desde el 1º de octubre de 2007, la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Subsidiariamente solicita que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer todos los conceptos relacionados anteriormente, pero teniendo como base la Ley 33 de 1985.

Refiere que: El ISS le reconoció la pensión de vejez mediante la resolución Nº 8890 de 2007 al encontrar acreditados los requisitos establecidos en la Ley 797 de 2003, fijándole un IBL equivalente a la suma de $545.009, al que le aplicó una tasa de reemplazo del 64.87%; prestó sus servicios en el sector público durante 1044 semanas y 137 en el sector privado, acreditando un total de 1182 semanas de aportes, no obstante, en el acto administrativo relacionado anteriormente, solamente se le reconocieron 1059 semanas cotizadas; en su historia laboral aparecen algunas inconsistencias en los ciclos de octubre de 1996 y octubre, noviembre y diciembre de 1998; solicitó la revocatoria directa de ese acto administrativo, pero Colpensiones en la resolución Nº GNR 145965 de 2014 negó dicha solicitud.
Al dar respuesta a la demanda –fls.64 a 67- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la mayoría de hechos de la demanda, menos el relacionado con las inconsistencias en la historia laboral, respecto del cual expresó que no le constaba. Se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Estricto cumplimiento a los mandatos legales” y “Prescripción”.
En sentencia de 18 de mayo de 2016, la funcionaria de primer grado determinó que en la historia laboral allegada por Colpensiones se encuentran registradas correctamente el número de semanas cotizadas por la actora al sistema general de pensiones, variando solo en dos semanas con las reconocidas en la resolución Nº 8890 de 2007, lo que significa que se deben tener en cuenta 1061 semanas y no 1059 como lo había determinado la entidad accionada en sede administrativa.

Posteriormente concluyó que la señora María Doris Cifuentes Marín es beneficiaria del régimen de transición prevista en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple con las exigencias establecidas en la Ley 71 de 1988, motivo por el que tenía derecho a que se le reconociera la pensión de vejez con base en tales presupuestos y no con base en lo señalado en la Ley 797 de 2003; prestación económica que debió empezar a disfrutar en el mes de febrero de 2007 y no en el mes de octubre de esa misma anualidad.

También definió que el IBL calculado con base en el promedio de los salarios devengados en los últimos 10 años es del orden de $827.683, que al aplicarle la tasa de reemplazo del 75% arroja una mesada pensional para el año 2007 equivalente a la suma de $620.762.

Antes de liquidar la diferencia pensional causada, determinó que todas las obligaciones generadas antes del mes de agosto de 2009 se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción, condenando en consecuencia a reconocer como diferencia pensional entre el mes de agosto de 2009 y el mes de abril de 2016, la suma de $18.832.416.
Condenó a Colpensiones a reconocer y pagar la indexación de la suma reconocida por concepto de diferencia pensional.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Tiene derecho la demandante a que se le reliquide la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº 8890 de 2007?
LEY 71 DE 1988.

Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

En consecuencia, además de la edad prevista (60 ó 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de aportes.
EL CASO CONCRETO

Según el registro civil de nacimiento expedido por la Notaría Primera del Círculo de Pereira –fl.84- la señora María Doris Cifuentes Marín nació el 2 de marzo de 1950, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 44 años de edad, siendo beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

De acuerdo con la información suministrada en el certificado laboral emitido por el Hospital Universitario San Jorge de Pereira –fl.87 y la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.282 a 284- el régimen pensional al que se encontraba afiliada la actora era el previsto en la Ley 71 de 1988, que como se dijo anteriormente, exige en el caso de las mujeres tener cumplidos 55 años de edad y haber hecho aportes entre el sector público y privado correspondiente a 20 años de servicios.

Los 55 años de edad los cumplió el 2 de marzo de 2005 y conforme con los documentos relacionados anteriormente, en toda su vida laboral prestó sus servicios entre el sector público y privado durante 1059 semanas, tal y como se determinó en la resolución Nº 8890 de 2007 –fls.45 y 46-, semanas éstas que equivalen a 20,58 años; motivo por el que tenía derecho a que se le reconociera la pensión de vejez con base en esa normatividad, como acertadamente lo determinó la a quo.
En cuanto al disfrute de la prestación económica, se tiene que ella cumplió la totalidad de requisitos para acceder a la pensión el 2 de marzo de 2005 cuando cumplió los 55 años de edad, pues para ese momento contaba con 20.58 años de servicios entre el sector público y privado, habiéndose separado del cargo público desde el 30 de abril de 1996 y habiendo hecho su última cotización al sistema general de pensiones en el sector privado el 30 de junio de 1998; por lo que, al haber hecho expresa su voluntad de retirarse del sistema el 9 de febrero de 2007 cuando elevó la reclamación administrativa, se entiende que su desafiliación al sistema ocurrió el día en que cumplió los 55 años de edad, teniendo derecho a disfrutar la pensión desde esa calenda y no desde el mes de febrero de 2007 como lo determinó el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, sin embargo, como esa decisión no fue objeto de controversia, la misma se mantendrá en aplicación del principio de la no reformatio in pejus.
Ahora, de acuerdo con la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, el IBL obtenido con el promedio de los salarios devengados en los últimos 10 años asciende a la suma de $542.820, la cual resulta levemente inferior a la reconocida en sede administrativa, que lo fue del orden de $545.009 y mucho menor a la encontrada por el Juzgado que ascendió a la suma de $827.683.
Aceptando entonces el IBL fijado en la resolución Nº 8890 de 2007, al aplicarle la tasa de reemplazo del 75%, se encuentra que la mesada pensional para el año 2007 asciende a la suma de $408.757, es decir, por debajo del salario mínimo legal mensual vigente para esa anualidad, que era del orden de $433.700, que fue precisamente el valor que se le reconoció a la demandante por parte del ISS en el mencionado acto administrativo, concluyéndose entonces que no hay lugar a reajustar el monto reconocido respecto a ninguna mesada pensional.

Ahora, si bien habría lugar a reconocer el retroactivo pensional causado entre el mes de febrero de 2007 y el 30 de septiembre de esa misma anualidad, lo cierto es que esas obligaciones fueron cobijadas por el fenómeno de la prescripción, toda vez que la accionante interrumpió el termino de prescripción el 9 de febrero de 2007 cuando elevó la reclamación administrativa, quedando suspendido el término hasta el 19 de diciembre de 2007 cuando se notificó la resolución Nº 8890 de 2007 –fls.45 y 46- por medio de la cual se le reconoció el derecho; por lo que a partir del 20 de diciembre de 2007 empezó a correr nuevamente el término de tres años de prescripción, dentro del cual debía interponerse la demanda, sin embargo, la presente acción solo se vino a interponer el 19 de noviembre de 2015 –fl.51-, por lo que todas las obligaciones causadas antes del 19 de noviembre de 2012 se encuentran cobijadas por ese fenómeno jurídico; situación que tampoco cambiaría si en gracia de discusión se hiciera el análisis con base en la segunda reclamación presentada el primero de agosto de 2012, pues nótese que en este evento estarían prescritas todas las obligaciones causadas con anterioridad al 1º de agosto de 2009.
En el anterior orden de ideas, se revocarán los ordinales tercero, cuarto, sexto, séptimo, octavo de la sentencia consultada; y posteriormente se modificarán los ordinales quinto y décimo primero de la misma.
Costas en esta sede no se causaron.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR los ordinales TERCERO, CUARTO, SEXTO, SÉPTIMO y OCTAVO de la sentencia proferida el 18 de mayo de 2016, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones condenatorias de la demanda.
SEGUNDO. MODIFICAR los ordinales QUINTO y DÉCIMO PRIMERO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“QUINTO. A DECLARAR que la señora MARÍA DORIS CIFUENTES MARÍN tiene derecho a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida por medio de la resolución Nº 8890 de 2007 a partir del mes de febrero de 2007 y no desde el 1º de octubre de esa misma anualidad.
B. DECLARAR probada la excepción de prescripción propuesta por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES sobre todos los derechos causados con antelación al 19 de noviembre de 2012.
DÉCIMO PRIMERO. Costas en primera instancia no se causaron.”
TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia consultada.
Costas en esta instancia no se causaron.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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